2
Exp. 42016

Actor: Caracol Televisión S.A. y otro


[image: image1.png]



CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA – SUBSECCIÓN “B”

Consejero Ponente (E): Danilo Rojas Betancourth

Bogotá D.C., 7 de noviembre de 2012
Expediente:

42016
Radicación:

110010326000201100054 00
Actor: 
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Demandado:
Comisión Nacional de Televisión en Liquidación
Naturaleza

Acción de nulidad
Procede el despacho a pronunciarse sobre la admisibilidad de la demanda presentada en ejercicio de la acción de nulidad y la solicitud de suspensión provisional de los artículos 3 (inciso final); 24 (inciso segundo); 25 (parágrafo segundo); 27 (inciso final); 31 (inciso final); 33 (parágrafo tercero); 42; 44 (parágrafo) y 48, del Acuerdo 02 del 30 de junio de 2011 proferido por la Comisión Nacional de Televisión, mediante el cual se reglamentó la radiodifusión de contenidos en el servicio público de televisión abierta.
ANTECEDENTES

1. El 15 de septiembre de 2011, Caracol Televisión S.A. y RCN Televisión S.A., presentaron demanda en ejercicio de la acción de nulidad prevista en el artículo 84 del C.C.A., con el fin de que se declarara la nulidad de  los artículos 3 (inciso final); 24 (inciso segundo); 25 (parágrafo segundo); 27 (inciso final); 31 (inciso final); 33 (parágrafo tercero); 42; 44 (parágrafo) y 48, del Acuerdo 02 del 30 de junio de 2011 proferido por la Comisión Nacional de Televisión, mediante el cual se reglamentó la radiodifusión de contenidos en el servicio público de televisión (f. 1-20, c. ppl.). Establecen las normas:

ARTÍCULO 3o. PROGRAMACIÓN DE TELEVISIÓN. Se entiende por programación la radiodifusión consecutiva de material audiovisual a través de un canal de televisión, para lo cual el concesionario determina su horario, ubicación y movimientos dentro de la parrilla.
La programación incluye la radiodifusión de cualquier contenido, incluida la publicidad.
ARTÍCULO 24. CLASIFICACIÓN DE LAS FRANJAS DE AUDIENCIA. Las franjas de audiencia se clasifican en infantil, adolescente, familiar y adulta.
(…)
Sólo a partir de las 22:00 horas y hasta las 05:00 horas se podrá presentar programación para adultos.

ARTÍCULO 25. CLASIFICACIÓN DE LA PROGRAMACIÓN. Los programas de televisión se clasifican de la siguiente manera:
(…)
PARÁGRAFO 2o. En el horario comprendido entre las 05:00 y las 22:00 horas, toda la programación que no se clasifique por parte de la Comisión Nacional de Televisión como infantil o de adolescentes, deberá ser familiar.
ARTÍCULO 27. TRATAMIENTO DE LA VIOLENCIA. En la programación infantil no se podrá transmitir contenidos violentos.
(…)

La radiodifusión de programación cuyo tema central es la violencia, y que no tenga una finalidad claramente pedagógica, deberá presentarse siempre en programación y franja para adultos. En estos casos, el concesionario deberá, en cada capítulo, suministrar al televidente elementos de análisis y reflexión sobre el contenido radiodifundido.
ARTÍCULO 31. TRATAMIENTO DEL SEXO. En la programación infantil se prohíbe la presentación de escenas y/o temáticas sexuales.
(…)
La radiodifusión de programación cuyo tema central es el sexo o las relaciones sexuales o eróticas, y no tengan una finalidad claramente pedagógica, deberá presentarse siempre en programación y franja para adultos. En estos casos, el concesionario deberá, en cada capítulo, suministrar al televidente elementos de análisis y reflexión sobre el contenido radiodifundido.

ARTÍCULO 33. OBLIGACIONES DE PROGRAMACIÓN. Cada operador de televisión abierta nacional, regional y local con ánimo de lucro deberá cumplir las siguientes obligaciones de programación:
(…)
PARÁGRAFO 3o. Para la contabilización de lo dispuesto en el presente artículo no se tendrán en cuenta las repeticiones de programas.
ARTÍCULO 42. RESPONSABILIDAD. Los concesionarios de televisión deberán determinar la programación de los canales o espacios adjudicados y serán los únicos responsables ante la Comisión Nacional de Televisión por los contenidos radiodifundidos.

Lo anterior, sin perjuicio de lo dispuesto en el literal h) del artículo 12 de la Ley 182 de 1995, en cuanto a la responsabilidad que en relación con la televisión regional corresponde a los contratistas de esta modalidad del servicio.
ARTÍCULO 44. PROGRAMACIÓN DE PRODUCCIÓN NACIONAL Y EXTRANJERA. Para efectos de la contabilización de los porcentajes de producción nacional y extranjera consagrados en el artículo 33 de la Ley 182 de 1995, modificado por el artículo 4o de la Ley 680 de 2001, se tendrá en cuenta la programación como una unidad. Es decir, la calificación de la programación como nacional o extranjera será con base en el contenido de los programas y no de la publicidad.
(…)
PARÁGRAFO. Para la contabilización de lo dispuesto en el presente artículo no se tendrán en cuenta las repeticiones de programas.

ARTÍCULO 48. CÓDIGO DE AUTORREGULACIÓN. Dentro de los seis (6) meses siguientes a la fecha de entrada en vigencia del presente acuerdo y con sujeción a la normatividad vigente, cada concesionario de televisión deberá presentar ante la Comisión Nacional de Televisión un Código de Autorregulación que contenga los parámetros que tendrá en cuenta para la prestación del servicio.

Dicho Código deberá contener, por lo menos, el tratamiento de los siguientes aspectos:
1. Respeto por las parrillas de programación: presentación de programas y cumplimiento de horarios.
2. Respeto por el televidente.

3. Clasificación de los contenidos como programación infantil, de adolescentes, familiar y adultos.

4. Tratamiento de la información.

5. Tratamiento de la opinión.

6. Separación entre opinión, información y publicidad.

7. Fortalecimiento de la Defensoría del Televidente.

8. Suministro de información al televidente sobre el contenido de la programación.

PARÁGRAFO 1o. Los concesionarios pueden presentar sus Códigos de Autorregulación de manera individual o colectiva, y deberán publicarlos en su página web.

PARÁGRAFO 2o. La Comisión Nacional de Televisión apoyará la divulgación de los Códigos de Autorregulación expedidos por cada concesionario, mediante su radiodifusión en los espacios institucionales de televisión.

PARÁGRAFO 3o. En caso de que en el término previsto en este artículo, el concesionario no remita a la Comisión Nacional de Televisión el Código de Autorregulación o este no incluya todos los elementos mínimos exigidos, la Comisión Nacional de Televisión impondrá las sanciones que corresponda. (Se resalta).
1.1. Manifiesta la demanda, con relación al inciso final del artículo tercero y al artículo 42 transcritos, que contrarían lo previsto en los literales c) e i) del artículo 5 de la Ley 182 de 1995, conforme al cual el legislador diferencia entre contenido de la programación y publicidad, de manera que carece de fundamento la confusión que hacen las normas demandadas en un solo concepto. 

1.2. En cuanto al inciso segundo y al parágrafo segundo de los artículos 24 y 25 demandados, respectivamente, sostiene que son contrarios a la prescripción del artículo 27 de la Ley 335 de 1995, a cuyo tenor la franja comprendida entre las 7:00 am y las 9:30 pm debe ser programación apta para todo público. Así, no tiene competencia la Comisión Nacional de Televisión para regular en sentido contrario,al legalmente establecido, respecto de las franjas de audiencia.

1.3. En lo que tiene que ver con las razones para demandar la nulidad de los incisos finales de los artículos 27 y 31 del referido acuerdo,  aduce que constituyen una carga exagerada en el entendido que si bien ese tipo de programación sólo puede presentarse en franja de adultos, es de suponer que el público adulto tiene su propio criterio para analizar y reflexionar sobre los contenidos televisivos. Así mismo, afirma que no se entiende el por qué esa exigencia se impone únicamente a los operadores de televisión abierta, “como si ese mismo televidente adulto no fuere el mismo televidente que puede acceder a contenidos de televisión cerrada”. De otro lado, pone de presente que las disposiciones demandadas vulneran la libertad de prensa y de información contenida en el artículo 20 constitucional, que por tratarse de un derecho fundamental, sólo puede ser delimitado por vía de ley estatutaria y no por un acuerdo de la Comisión Nacional de Televisión.

1.4. Frente a lo dispuesto por el parágrafo tercero del artículo 33 y el parágrafo del artículo 44 del acuerdo demandado, sostiene que se vulnera el derecho fundamental contenido en el artículo 20 superior, máxime cuando lo dispuesto sólo se exige para los operadores de televisión abierta. Al efecto esgrime que la decisión de repetir o no determinados contenidos de la programación, es del ámbito exclusivo del operador de televisión, lo cual responde a las preferencias de la teleaudiencia y al rating de cada programa. Así mismo aduce que no compete a la Comisión Nacional de Televisión delimitar el ejercicio de un derecho fundamental a través de una norma de inferior jerarquía a una ley estatutaria, por lo que las normas demandadas carecen de validez normativa. 

 1.5. Finalmente, en lo que tiene que ver a lo prescrito por el artículo 48, sostiene la demanda que (i) no es cierto que se trate de un código de autorregulación, y que por el contrario, es una imposición arbitraria que se hace a los operadores de televisión abierta, (ii) que con ella se invade la esfera privada de los mismos y que vulnera el artículo 20 constitucional, en tanto se advierte de la lectura de la norma demandada que lo que se pretende es tener una minuciosa, expresa y detallada descripción de la forma en que los concesionarios de televisión ejercen su derecho fundamental de información, al exigirles exponer cual va  a ser el tratamiento de la opinión y de la información, lo que constituye la máxima expresión del dirigismo estatal en materia de contenidos televisivos.     
2. En la fecha mencionada y en memorial separado, las sociedades demandantes allegaron solicitud de suspensión provisional de las normas demandadas, del Acuerdo 02 del 30 de junio de 2011 proferido por la Comisión Nacional de Televisión (f. 153-156, c. ppl.). En síntesis, señalaron como cargos para la prosperidad de la medida cautelar referida que:

(i) El artículo 20 constitucional dispone que los medios masivos de comunicación  son libres dentro del ámbito de la responsabilidad social y en ese entendido tal ámbito lo debe delimitar la Ley –en cuanto implica la restricción de un derecho fundamental- y no una norma de inferior jerarquía como las normas demandadas.

(ii) El artículo 73 constitucional le otorga especial protección a la actividad periodística con el fin de garantizar su libertad e independencia profesional, por lo que el artículo 48 del Acuerdo 02 del 30 de junio de 2011 es un atentado directo a esa garantía constitucional, en cuanto impone un código de autorregulación cuya pretensión es rendir cuenta de la forma como los operadores de televisión abierta manejan, en sus contenidos de programación, la información y la opinión.

(iii) los literales c) e i) del artículo 5 y el artículo 29 de la Ley 182 de 1995, distinguen claramente entre la publicidad y la programación de televisión y facultan a la CNTV para regular los contenidos, pero solo para fines específicos  y dentro de límites precisos, los cuales quedan claramente desbordados por las normas acusadas.

(iv) El artículo 27 de la Ley 335 de 1996 dispone que la franja comprendida entre las 7:00 a.m. y las 9:30 p.m. deberá ser de programas aptos para todos los públicos. Las disposiciones demandadas vulneran esa norma legal en cuanto extienden de 10:00 p.m. a 5:00 a.m. dicha franja.

(v) El artículo 4 de la Ley 680 de 2001 obliga a los operadores de televisión abierta a presentar unos porcentajes mínimos de producción nacional, norma que no consagra restricción alguna a la presentación de repeticiones y mucho menos que las mismas no  puedan ser tenidas en cuenta para efectos de evaluar el cumplimiento de esa carga, tal como sí lo hacen las correspondientes normas del Acuerdo 02 del 30 de junio de 2011, lo que implica una indebida restricción al derecho fundamental de que trata el artículo 20 constitucional.
3. El 2 de noviembre de 2011, el señor Tulio Ángel Arbeláez, en calidad de representante legal de la Asociación Nacional de Medios de Comunicación, allegó escrito mediante el cual coadyuvó la demanda de la referencia. Para el efecto sostuvo que, la CNTV a través de las disposiciones acusadas, se dotó de instrumentos ilegítimos y arbitrarios para determinar la forma como debe programarse el servicio público de televisión abierta. 
4. El 22 de noviembre siguiente, las sociedades demandantes allegaron escrito por el cual informaron que, mediante Acuerdo 03 de 2011 expedido por la CNTV, se modificaron y derogaron varias de las normas sobre las cuales recae la presente acción de nulidad con solicitud suspensión provisional, por lo que solicitó que ello se tuviera en cuenta para efectos de las correspondientes pretensiones. Las modificaciones normativas quedaron así: 
ACUERDO 3 DE 2011
(18 de noviembre)
Diario Oficial No. 48.257 de 18 de noviembre de 2011

 

Comisión Nacional de Televisión

 

Por medio del cual se modifica el Acuerdo 002 de 2011 que reglamenta la radiodifusión de contenidos en el servicio público de televisión abierta.
(…)
Artículo 3°. Se modifica el último inciso del artículo 27 del Acuerdo 002 de 2011, el cual quedará así:

 

“La radiodifusión de la programación cuyo tema central es la violencia, y que no tenga una finalidad claramente pedagógica, deberá presentarse siempre en programación y franja para adultos”.

 

Artículo 4°. Se modifica el último inciso del artículo 31 del Acuerdo 002 de 2011, el cual quedará así:

 

“La radiodifusión de la programación cuyo tema central es el sexo o las relaciones sexuales o eróticas, y que no tenga una finalidad claramente pedagógica, deberá presentarse siempre en programación y franja para adultos”.

Artículo 5°. Se deroga el parágrafo 3° del artículo 33 del Acuerdo 002 de 2011.
(…)

Artículo 7°. Se adiciona el siguiente parágrafo al artículo 42 del Acuerdo 02 de 2011:

 

“Parágrafo. De conformidad con el artículo 20 de la Constitución Política y el artículo 29 de la Ley 182 de 1995, se protege el derecho a la libertad de expresión y difusión de contenidos. En desarrollo del artículo 29 de la Ley 182 de 1995 los contenidos publicitarios deben adecuarse a los fines y principios que rigen el servicio público de televisión. Bajo este entendido, la CNTV realizará el control de legalidad frente a los mismos”.

 

Artículo 8°. Se deroga el parágrafo del artículo 44 del Acuerdo 002 de 2011.

CONSIDERACIONES

I. Competencia
3. Esta Corporación es competente para conocer privativamente y en única instancia del presente asunto que se inicia en ejercicio de la acción de nulidad, de conformidad con lo previsto por el numeral 1 del artículo 128 del Código Contencioso Administrativo
, modificado por el artículo 36 de la Ley 446 de 1998. La Sección Tercera es competente para conocer de este asunto, pues lo que se está discutiendo es la legalidad de una disposición que reglamenta la radiodifusión de contenidos en el servicio público de televisión abierta, la cual afecta directamente los contratos de concesión otorgados para la operación del mismo. 
4. Por otra parte, toda vez que la demanda se presentó con posterioridad a la vigencia de la Ley 1395 de 2010
, la decisión interlocutoria referida a la procedibilidad del decreto de la medida cautelar de suspensión provisional deberá ser adoptada por el despacho y no por la Sala -como ocurría anteriormente- de acuerdo con lo señalado por el artículo 61
 ibídem.

5. Así mismo, habida cuenta que el escrito de la demanda se presentó en vigencia del Código Contencioso Administrativo
, es esta normatividad la llamada a ser aplicada por parte del juez de lo contencioso administrativo. 
II. Problema jurídico

6. El asunto que el despacho debe abordar se contrae a la admisibilidad de la demanda y esencialmente al estudio de la solicitud de suspensión provisional elevada por la parte demandante. Para ello se hace necesario verificar si cumple con los requisitos exigidos por la ley para su procedencia y, en consecuencia, si surge ab intio o de forma manifiesta una ilegalidad de las correspondientes disposiciones demandadas del Acuerdo 02 del 30 de junio de 2011, proferido por la Comisión Nacional de Televisión, debido a su contrariedad con normas de superior jerarquía y a la falta de competencia de la entidad demandada para reglamentar el ejercicio de un derecho fundamental como lo es el de la información y la libre expresión.
III. Análisis del despacho

7. Como quiera que la acción de nulidad, según lo establecido por el numeral 1 del artículo 136
, se puede ejercer en cualquier tiempo, y en consideración a que cumple con todos los requisitos exigidos para su presentación de conformidad con lo señalado por el artículo 137 y siguientes ibídem, se admitirá la demanda de la referencia, teniendo en cuenta las modificaciones hechas –a las disposiciones demandadas- por el Acuerdo 03 de 2011.

8. La jurisdicción de lo contencioso administrativo se encuentra habilitada constitucionalmente
 para suspender provisionalmente los efectos de los actos administrativos que sean susceptibles de impugnación por vía judicial, siempre y cuando se cumplan con los motivos y requisitos establecidos por la ley, aspectos que ya se encontraban regulados con anterioridad a la promulgación de la vigente Constitución Política por el artículo 152 del Código Contencioso Administrativo.
9. Es así como la suspensión provisional se constituye en una medida cautelar que pretende proteger los derechos de los ciudadanos frente a la administración pública, a partir de la defensa del ordenamiento jurídico superior respecto de actos administrativos que incurran en una ilegalidad manifiesta que pueda ser advertida de la simple comparación entre el acto impugnado y las normas jurídicas correspondientes y, cuya finalidad suspende la fuerza ejecutoria de aquellos
.
10. El artículo 152 ibídem, subrogado por el 31 del Decreto 2304 de 1989, señala que la suspensión provisional puede ser decretada cuando se cumple con los siguientes requisitos: (i) que la solicitud de suspensión provisional se presente con anterioridad a la admisión de la demanda y se sustente de modo expreso en la misma o en escrito separado, (ii) cuando la acción ejercida sea la de nulidad simple, basta con que la infracción del acto sea manifiesta respecto de una de las disposiciones invocadas como fundamento de la solicitud, por confrontación directa con ella o mediante documentos públicos aducidos con la petición, y (iii) cuando la acción sea distinta a la de nulidad, en adición al requisito anterior, se deberá demostrar aun sumariamente, el perjuicio causado o que se podría causar al actor por la ejecución del acto demandado.

10.1 En relación con estos requisitos, la Sala ha señalado que (i) deben acreditarse al momento de presentación de la demanda o con anterioridad a la admisión de la misma
; (ii) en la solicitud de suspensión deben establecerse las normas superiores vulneradas, y de manera independiente a las razones aducidas en el escrito de demanda, se deben exponer los motivos por los cuales se considera que la ilegalidad del acto impugnado es de carácter manifiesto o evidente; (iii) para decretar esta medida cautelar y establecer la existencia de una ilegalidad manifiesta, debe bastar un simple cotejo entre el acto y la disposición que se alega vulnerada, lo cual no significa que el juez se encuentre exento de motivar su decisión o que no pueda emprender una labor hermenéutica de las normas
, sino que la referida medida cautelar no es procedente cuando se deba realizar un elaborado ejercicio de argumentación o interpretación, o mayores esfuerzos probatorios, como quiera que esto último de ser necesario, llevaría a que el estudio de legalidad se posponga para la sentencia; (iv) el estudio de legalidad en esta medida cautelar se circunscribe a las disposiciones expresamente aludidas en la solicitud en mención, por lo cual no se puede acceder a su decreto si a pesar de que se evidencie la violación directa de otras normas superiores, estas no fueron aducidas
; (v) cuando se esté en ejercicio de una acción distinta a la de nulidad simple, es necesario que se allegue cuando menos prueba sumaria sobre el detrimento que genere o pueda generar, la ejecución del acto respecto del cual se solicita la suspensión, teniendo en cuenta que no basta una simple inferencia al respecto por parte del juez
, y (vi) los efectos del acto no deben haberse cumplido en su totalidad, pues de ser así ya no tendría sentido la prosperidad de la medida cautelar, consideración que resulta aplicable a su vez en relación con actos que se encuentran derogados
.

IV. Caso concreto 
11. En el caso concreto, las sociedades actoras adujeron  el posible exceso en que incurrió la Comisión Nacional de Televisión con la expedición de las disposiciones demandadas, del Acuerdo 02 del 30 de junio de 2011, toda vez que lo que se persigue con las mismas es la restricción de un derecho fundamental, para lo cual existe reserva de ley. De otro lado señalan su contrariedad con disposiciones de las Leyes 182 de 1995 y 335 de 1996, lo cual evidencia su ilegalidad, dada la jerarquía que tienen dentro el ordenamiento jurídico, las leyes en relación con los reglamentos. 
12. El despacho considera, que en el sub-exámine no se dan los presupuestos necesarios para el decreto de suspensión provisional en tanto que (i) de las disposiciones demandadas, no se advierte ilegalidad o vulneración, a normas de mayor jerarquía, de manera manifiesta, esto es, que la misma resulte del simple cotejo entre las primeras y las normas cuya vulneración se alega, y (ii) en virtud de que el Acuerdo 03 de 2011, proferido por la Comisión Nacional de Televisión, modificó, suprimió y derogó varias de las normas demandadas, la trasgresión flagrante al ordenamiento jurídico alegada quedó en entredicho. 
13. Al respecto, a pesar de que las demandantes establecieron en su solicitud cuales normas fueron presuntamente vulneradas con la expedición del acuerdo tantas veces citado, esta presunta vulneración no cumple con los postulados expuestos, como quiera que no se aprecia de forma palmaria la transgresión del ordenamiento jurídico. Indiscutiblemente, de la mera comparación de las disposiciones demandadas del acto referido, con las normas señaladas en la solicitud, no es posible advertir una ilegalidad evidente. Por el contrario se debe realizar un análisis mayor al autorizado para el decreto de la medida, el que implicaría un profundo estudio sobre el ámbito de actuación de la Comisión Nacional de Televisión, con relación a la reglamentación del servicio público de televisión, para efectos de poder establecer hasta dónde llega esa facultad y qué aspectos están reservados a la ley.
14. De otro lado, no tiene sentido suspender provisionalmente disposiciones que han sido suprimidas y derogadas por otras normas posteriores, pues la finalidad de esta medida cautelar es, precisamente, evitar que se continúe violentando el ordenamiento jurídico a raíz de las disposiciones que se demandan y sobre las cuales recae la solicitud de suspensión provisional, lo que no ocurre cuando tales preceptos normativos han sido modificados, derogados, o suprimidos del ordenamiento jurídico, máxime si los efectos del auto de suspensión provisional no son retroactivos.
15. Por consiguiente, la solicitud de suspensión provisional será denegada debido a que no se cumplieron los requisitos exigidos por la ley para su procedibilidad. Sin perjuicio de lo anterior, cabe precisar que a pesar de que no se accede al decreto de la medida cautelar referida, el estudio de los cargos aquí analizados se realizará en el momento de proferirse sentencia.

Por lo expuesto, se

RESUELVE

PRIMERO: ADMITIR la demanda presentada por las sociedades Caracol Televisión S.A. y RCN Televisión S.A. contra los artículos 3 (inciso final); 24 (inciso segundo); 25 (parágrafo segundo); 27 (inciso final); 31 (inciso final); 33 (parágrafo tercero); 42; 44 (parágrafo) y 48, del acuerdo 02 del 30 de junio de 2011 proferido por la Comisión Nacional de Televisión. 

SEGUNDO: NOTIFICAR personalmente al agente del Ministerio Público.
TERCERO: NOTIFICAR personalmente esta providencia a la Comisión Nacional de Televisión en Liquidación, o a la entidad que  asuma sus funciones.
CUARTO: FIJAR en lista el proceso por el término de 10 días.

QUINTO: NEGAR la solicitud de suspensión provisional elevada por la parte demandante, de conformidad con la parte motiva de la presente providencia.

SEXTO: SEÑALAR la suma de doscientos mil pesos ($ 200 000 m/cte.) para pagar los gastos ordinarios del proceso, valor que será consignado a órdenes de la Secretaría de la Sección Tercera del Consejo de Estado en la respectiva cuenta, dentro de los 15 días siguientes a la notificación de ésta providencia. El remanente, si existiere, se devolverá al interesado cuando el proceso finalice.

SÉPTIMO: SOLICITAR a la entidad demandada el envío, en copia íntegra y auténtica, de todos los antecedentes administrativos del Acuerdo 02 del 30 de junio de 2011 "por el cual se reglamenta la radiodifusión de contenidos en el servicio público de televisión abierta”,  dentro del término de 10 días contados a partir de la notificación de este auto, con la advertencia de que el desacato a esta solicitud o la inobservancia del plazo constituye falta disciplinaria.
OCTAVO: TÉNGASE a las sociedades Caracol Televisión S.A. Y RCN Televisión S.A. como parte demandante, y a la Asociación Nacional de Medios de Comunicación como coadyuvante de la demanda.
NOVENO: SE RECONOCE personería al abogado Juan Carlos Gómez Jaramillo, como apoderado de las sociedades demandantes. 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

DANILO ROJAS BETANCOURTH

CAEJ
� “El Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, conocerá de los siguientes procesos privativamente y en única instancia: (…) 1. De los de nulidad de los actos administrativos expedidos por las autoridades del orden nacional o por las personas o entidades de derecho privado cuando cumplan funciones administrativas del mismo orden (…)”.


� En efecto la Ley 1395 de 2010 entró en vigencia el 12 de julio de 2010, y la presente demanda se presentó el 15 de septiembre de 2011.


� “El Código Contencioso Administrativo tendrá un nuevo artículo, cuyo texto será el siguiente: Artículo 146A. Las decisiones interlocutorias del proceso, en única, primera o segunda instancia, proferidas por los tribunales administrativos y el Consejo de Estado, serán adoptadas por el magistrado ponente. Sin embargo las decisiones a que se refieren los numerales 1, 2, 3 del artículo 181 serán de Sala excepto en los procesos de única instancia”.


� En efecto, la demanda de la referencia se presento el 15 de septiembre de 2011 y el nuevo Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo entró en vigencia el 2 de julio de 2012.


� “1. La acción de nulidad podrá ejercitarse en cualquier tiempo a partir de la expedición del acto”.


� Artículo 238 de la Constitución Política.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, auto del 18 de marzo de 2010, exp. 11001032600020090011600 (37785), actor: Martín Bermúdez Muñoz, C.P. Ruth Stella Correa Palacio. Auto del 27 de mayo de 2009, exp. 11001032600020080010100 (36054), actor: Pablo Manrique Convers, C.P. Enrique Gil Botero. Corte Constitucional, sentencia C-803 del 27 de septiembre de 2006, M.P. Jaime Córdoba Triviño. 


� Consejo de Estado, Sección Tercera, auto del 18 de julio de 2007, exp. 11001032600020040001800 (27600), actor: Luís E. Barrera y Asociados Ltda., C.P. Ramiro Saavedra Becerra.


� “(…) el hecho de exigirse una violación manifiesta para la procedencia de la suspensión provisional, no excluye en manera alguna la interpretación de la ley ni la debida y suficiente motivación por parte del juez de lo contencioso administrativo.” Consejo de Estado, Sección Tercera, auto del 22 de marzo de 2011, exp. 11001-03-26-000-2010-0036-01(38924), actor: Jaime Omar Jaramillo Ayala y otros, C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa. 


� Consejo de Estado, Sección Tercera, auto del 27 de mayo de 2009, exp. 11001032600020090003500 (36601), actor Martín Bermúdez Muñoz, C.P. Mauricio Fajardo Gómez. Auto del 19 de febrero de 2004, exp. 68001-23-15-000-2001-01628-01 (26054), actor: Consorcio Ingeprima, C.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez.


� “El legislador ha establecido ciertos requisitos para la prosperidad de la medida cautelar de la suspensión provisional por cuanto ante todo se presume la legalidad de los actos administrativos y por ello es indispensable que quien pretenda desvirtuarla asuma su más o menos razonada por el juzgador, omisión que sería suficiente para denegar carga de prueba (art. 177 C. de P. C.) y demuestre en forma sumaria el perjuicio grave que la ejecución de los actos demandados le causa o le pudiera causar en el futuro, exigencia contenida en el ordinal 3º. del artículo 152 del C.C.A. y sobre la cual no es suficiente la simple conjetura de un perjuicio o que éste pueda suponerse en forma la suspensión provisional solicitada”. Consejo de Estado, Sección Tercera, auto del 21 de enero de 1999, exp. 15111, C.P. Ricardo Hoyos Duque. Asimismo, consultar auto del 7 de febrero de 2007, exp. 11001-03-26-000-2005-00076-00(32293), actor: Silvio Saúl Suárez Sandoval, C.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez. 


�Consejo de Estado, Sección Tercera, auto del 7 de febrero de 2007, exp. 11001-03-26-000-2006-00057-00(33214), actor: Excursiones Roberto Lamaitre Sucesores y Cía. S. en C., C.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez. 





